

  

    

      

    

  




  




  




  




  




  




  




  




  




  




  




  




  




  




  




  




  




  




  




  EL TRATAMIENTO DE LA REBELDÍA EN EL SISTEMA PROCESAL ESPAÑOL




  





  [image: logoliberfactorynuevo]





  




  




  




  




  




  




  




  




  




  




  




  




  




  




  




  




  




  




  




  




  




  




  




  




  EL TRATAMIENTO DE LA REBELDÍA EN EL SISTEMA PROCESAL ESPAÑOL




  




  AUTOR: CARMEN TAMAYO MUÑOZ




  (PROFESOR ASOCIADO UNIVERSIDAD VALENCIA Y FISCAL SUSTITUTO)




  





  





  





  




  Reservados todos los derechos. Queda rigurosamente prohibida, sin la autorización escrita de los titulares del Copyright, bajo las sanciones establecidas de las leyes, la reproducción parcial o total de esta obra por cualquier medio o procedimiento incluidos la reprografía y el tratamiento informático.




   




  © 2015 EL TRATAMIENTO DE LA REBELDIA EN EL SISTEMA PROCESAL ESPAÑOL




  © CARMEN TAMAYO MUÑOZ




  © 2015 Editorial: Liber Factory




  C./ San Ildefonso nº 17 28012 Madrid. España




  Web: www.liberfactory.com Tel: 0034 91 3117696




  ISBN: 978-84-9949-805-8





  Descargado de: www.visionlibros.com




  Las opiniones expresadas en este trabajo son exclusivas del autor. No reflejan necesariamente las opiniones del editor, que queda eximido de cualquier responsabilidad derivada de las mismas.





   Disponible en préstamo, en formato electrónico, en www.bibliotecavisionnet.com


  Disponible en papel y ebook





  www.vnetlibrerias.com




  www.terrabooks.com




   Pedidos a:




  pedidos@visionnet.es




  Si quiere recibir información periódica sobre las novedades de nuestro grupo editor  envíe un correo electrónico a:





  subscripcion@visionnet.es





  




  




  




  




  




  




  




  




  




  




  




  




  




  




  




  




  




  




  




  




  




  Dedicatoria:




  




  Con especial agradecimiento a mi amigo




  JUAN ALFREDO OBARRIO MORENO




  




  




  




  




  




  




  ÍNDICE




  




  LA REBELDÍA EN EL PROCESO CIVIL




  ANTECEDENTES A LA LEY DE ENJUICIAMIENTO CIVIL DE 1881.




  LEY DE ENJUICIAMIENTO CIVIL DE 1881




  El emplazamiento.




  Tipos de emplazamiento.




  a) Emplazamiento personal:




  b) Emplazamiento en el domicilio efectuado a través de las personas de parientes o criados:




  c) Emplazamiento en el domicilio efectuado a través de vecinos:




  d) Emplazamiento por edictos:




  e) Emplazamientos en función de los distintos procesos:




  Juicio de mayor cuantía:




  Juicio de menor cuantía:




  Juicio de cognición:




  Juicio verbal:




  Otros procedimientos:




  Requisitos formales del emplazamiento: Lugar, Tiempo y Formalidades.




  Declaración de rebeldía.




  Clases de rebeldía.




  a) Atendiendo a la posible voluntariedad o no del sujeto sobre el que recae la inactividad.




  b) Atendiendo al sujeto sobre el que recae dicha situación, ésta se puede establecer con relación al actor y al demandado.




  c) Atendiendo al momento procesal, se podía atender a la de tipo inicial y la que se podría conceptuar como sobrevenida.




  Presupuestos de declaración de rebeldía.




  a) Subjetivos:




  b) Objetivos:




  Efectos de la declaración de rebeldía.




  a) Efectos formales:




  Preclusión de los actos procesales.




  Notificaciones procesales.




  Costas procesales.




  Medidas cautelares.




  Ejecución de la sentencia.




  b) Efectos materiales:




  Tratamiento procesal de la parte demandada-rebelde en el supuesto de comparecencia.




  Con anterioridad a recaer sentencia.




  Con posterioridad a recaer sentencia.




  Recurso de audiencia al rebelde.




  a) Tipo de procedimiento:




  b) Situación de rebeldía en la causa:




  c) Involuntariedad de la situación:




  d) Tipo de emplazamiento concurrente:




  Otras posibilidades: Recurso de amparo ante el Tribunal Constitucional.




  LEY DE ENJUICIAMIENTO CIVIL 2000.




  Actos de comunicación.




  Nulidad de actuaciones de los actos de comunicación.




  Rebeldía en los distintos procedimientos.




  Declaración de Rebeldía.




  Presupuestos de la declaración de rebeldía




  a) Subjetivos:




  b) Objetivos:




  1.- Análisis de la legalidad del emplazamiento.




  2.- Declaración formal o constatación de la situación de rebeldía.




  Efectos de la declaración de rebeldía




  a) Efectos formales:




  1.- Preclusión de los actos procesales.




  2.- Notificaciones procesales.




  3.- Costas procesales.




  4.- Ejecución de la sentencia.




  b) Efectos materiales:




  Tratamiento procesal de la parte demandada-rebelde en el supuesto de comparecencia.




  a) Con anterioridad a recaer sentencia.




  b) Con posterioridad a recaer sentencia.




  Rescisión de sentencias firmes a instancia del demandado rebelde.




  Tipo de procedimiento.




  Situación de rebeldía en la causa:




  Involuntariedad de la situación:




  Tipo de emplazamiento concurrente:




  Plazos para su ejercicio:




  Competencia objetiva y tramitación procedimental.




  Efectos de la rescisión de la sentencia firme.




  LA REBELDÍA EN EL PROCESO PENAL




  CONSIDERACIONES GENERALES




  TIPOLOGÍA DE LAS FORMAS DE AUSENCIA




  LA REBELDÍA




  A. CONCEPTO Y NATURALEZA




  B. RÉGIMEN JURÍDICO




  EL AUTO DE REQUISITORIA




  MEDIDAS POSTERIORES A LA DECLARACIÓN DE REBELDÍA




  La suspensión del procedimiento.




  En fase de instrucción.




  En fase de juicio oral.




  En la fase de impugnación.




  MEDIDAS ORIGINADAS POR LA SUSPENSIÓN DEL PROCEDIMIENTO.




  LA CONTUMACIA




  EL PROCESO PENAL EN AUSENCIA DEL ACUSADO EN DERECHO ESPAÑOL.




  Antecedentes: la regulación en el siglo XX




  Las diligencias preparatorias




  El procedimiento de la L.O. 10/1980 de 11 de noviembre.




  Regulación actual.




  Declaración Universal de los Derechos Humanos de 10 de diciembre de 1948.




  Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos de 4 de noviembre de 1950.




  Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos firmado en New York, el 19 de diciembre de 1.966.




  Resolución 11 adoptada por el Comité de Ministros del Consejo de Europa.




  Recomendación nº 18 adoptada por el Comité de Ministros del Consejo de Europa en materia de simplificación de la Justicia Penal.




  Procedimiento Abreviado.




  a. Exigencias formales:




  b. Exigencia materiales:




  Notificaciones y citaciones.




  a. La notificación personal.




  b. La citación domiciliaria




  [1] Designación del domicilio.




  [2] La citación de la persona designada por el imputado.




  La pena.




  El letrado defensor.




  El requisito de los elementos suficientes.




  Ausencia injustificada.




  El artículo 814 de la ley de enjuiciamiento criminal.




  El juicio en ausencia en el supuesto de varios coimputados.




  Desalojo o expulsión del procesado.




  El juicio de faltas




  El juicio por delitos leves.




  La figura de la extradición pasiva y la trascendencia de la celebración de un juicio en ausencia con relación a su otorgamiento.




  




  




  




  




  




  




  




  




  




  




  




  




  




  




  




  




  LA REBELDÍA EN EL PROCESO CIVIL




  




  




  




  




  




  




  ANTECEDENTES A LA LEY DE ENJUICIAMIENTO CIVIL DE 1881.




  




  Con los primeros años del s. XIX se abren los correspondientes procesos de codificación, y en la Constitución Española de 1812, se dedica el título V, a la propia Administración de Justicia.




  




  El estado de las leyes procesales se había constituido en una autentica dispersión de normas fragmentarias, y que con relación a las mismas era necesario una reestructuración dado que se había procedido de forma dispersa en un intento de ir sustituyendo las antiguas leyes, sobre todo en materia de leyes orgánicas.




  




  Las leyes de carácter procesal que se dictaron en este período: Reglamento provisional para la Administración de Justicia de 26 de septiembre de 1935, Reglamento de los Juzgados de Primera Instancia de 1 de mayo de 1844, Ley de 1 de enero de 1938 en materia de juicios de menor cuantía. Unos años después, en 1853 se dictaría una Instrucción del procedimiento civil respecto a la Ley de Jurisdicción ordinaria y aunque la misma sería derogada poco tiempo después, por un Decreto de 18 de mayo de 1854, supondría un punto de inflexión importante con relación a los trabajos de la Comisión en materia procesal civil y que finalmente se materializaría en la Ley de Enjuiciamiento Civil de 5 de octubre de 1855 y entraría en vigor el día 1 de enero de 1856. La estructura de la Ley de 1855 serviría de base esencial a la de 1881, con algunas reformas. En dicha normativa procesal se recogía tal y como se ordenaba en la primera base que se dictó para su ulterior desarrollo se procedía a recoger el derecho nacional que era en definitiva, el proceso canónico-romano que derivaba directamente de Las Partidas.




  




  La estructura de ésta es muy similar a la de 1881, conteniéndose dos libros, uno dedicado a la jurisdicción contenciosa donde se recogen las Disposiciones Generales, regulándose materias tales como la competencia, comparecencia a juicio, intervención de letrados y procuradores, plazos, ponentes, orden de vista de los pleitos, correcciones disciplinarias, autos para mejor proveer, sentencias, recursos, condena en costas, etc., y otro para la voluntaria.




  




  En el período de tiempo comprendido desde su promulgación hasta 1881, se dictaron diversas normas procesales, como serían las que afectaban a los Juzgados de Paz, Decretos sobre Juzgados de Paz de 1855, 1856 y 1858; un Decreto de 1857 en materia de apeo y prorrateo de foros; sobre desahucios una ley de 1877; una ley relativa al consentimiento y consejo para contraer matrimonio (1862)y en otras materias como sería sobre ejecución de sentencias, procedimientos ejecutivos y declaración de herederos abintestato. Otras como el Decreto de Unificación de Fueros del año 1868 que supuso una importante reforma en materia de fueros efectuando una labor refundición respecto de los fueros especiales en un fuero ordinario, con supresión del de tipo personal, estableciendo limitaciones a las atribuciones que tenían reconocidas las autoridades eclesiásticas, y suprimiendo diversos tribunales como eran los previstos de Hacienda y Comercio. También hay que destacar la promulgación de la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1870, en la medida que devendría en la imposición de una reestructuración del proceso de forma urgente, y otras leyes que planteaban reformas en la casación civil de 1870 y 1878.




  




  Finalmente se llega a la aprobación de la Ley de 21 de junio de 1880, en la que se contenían las bases para la reforma de la ley de enjuiciamiento Civil anterior, labor que culminaría con la promulgación de la LEC de 1881 publicada por R.D. de 3 de febrero de 1881, y entrando en vigor el 1 de abril del mismo año.




  




  LEY DE ENJUICIAMIENTO CIVIL DE 1881




  




  Las novedades legislativas introducidas por esta ley de enjuiciamiento civil de 1881, se centra fundamentalmente en recoger una estructura que venía ya recogida en otros cuerpos legales anteriores, pero dotándolos de una mayor grado de simplificación y ordenación.




  




  Viene a recoger de la anterior ley de enjuiciamiento civil de 1855, la estructura y la gran diversidad de tipos de procedimientos; de la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1870, incorpora materias tales como la competencia y el tratamiento procesal de las cuestiones que se suscitasen en dicho tema, reglas sobre responsabilidad judicial y correcciones disciplinarias, recusaciones, audiencia y policía de estrados, la intervención de abogados y procuradores. Con relación a la desaparición de la jurisdicción de los tribunales de Comercio, absorbió el procedimiento de quiebras y el de apremio de negocios mercantiles de la Ley de Enjuiciamiento Mercantil; la ley de 1878 en materia de regulación del recurso de casación.




  




  Para comenzar a analizar la figura del rebelde en la LEC de 1881, debemos de partir del propio acto de comunicación que se configura en su génesis y como se regula en aquella.




  




  El emplazamiento.




  




  El emplazamiento es el acto procesal esencial, como punto de partida de la regulación de la rebeldía en la medida en que se configura como un acto de comunicación, que tiene como finalidad la de poner en conocimiento del adversario la existencia del ejercicio de una acción civil por parte del demandante.




  




  Diversas definiciones de autores modernos la perfilan desde una óptica de preclusión del ejercicio de un derecho1, o desde la perspectiva de su naturaleza centrada en la comunicación de un plazo de presentación.2




  




  Sin embargo, el propio acto del emplazamiento se constituye como un acto esencial dentro del proceso, pero no respecto de todos los litigantes, sino propiamente respecto del demandado, o todos los que puedan ser parte al ostentar un legítimo derecho3.




  




  El emplazamiento como acto de comunicación tiene una finalidad distinta en función del contenido del mensaje procesal que se pretende llevar a conocimiento de las partes litigantes: el llamamiento del demandado para que este comparezca en juicio, o poner en conocimiento de ambas partes procesales, para que puedan comparecer ante otro órgano jurisdiccional distinto derivado de diversas situaciones, como sería aquellos casos de haberse dictado resoluciones de carácter inhibitorio a favor de otro tribunal, acumulación de autos, cuestiones de competencia con remisión al superior jerárquico, o con remisión a otro órgano jurisdiccional superior en el ámbito de la resolución de un recurso de tipo devolutivo.




  




  Dicho acto procesal debía de realizarse con una serie de garantías mínimas para preservar las garantías procesales para evitar posibles situaciones de indefensión y que pudiera devenir en un atentado contra los principios de igualdad procesal a través del principio de audiencia y el derecho a la tutela judicial efectiva.




  




  La sanción procesal de cualquier acto de comunicación (notificación, citación o emplazamiento) realizado con incumplimiento de lo dispuesto en las normas procesales de la Sección III del Título VI del Libro I de la LEC de 1881, llevan aparejada la nulidad de dicho acto, como se recoge en el artículo. 279, párrafo primero de la LEC de1881:




  




  ”Serán nulas las notificaciones, citaciones y emplazamientos que no se practicaren con arreglo a lo dispuesto en esta sección.”




  




  pero dicha consecuencia tan drástica no operaba en aquellos casos en que la persona a la que tenía que serle transmitido el acto de comunicación en cuestión se daba por enterada art. 279, párrafo segundo de la LEC de 1881:




  




  “Sin embargo, cuando la persona notificada, citada o emplazada se hubiere dado por enterada en el juicio, surtirá desde entonces la diligencia todos sus efectos, como si se hubiese hecho con arreglo a las disposiciones de la ley”.




  




  implicaba que el acto surtía plenos efectos, como si se hubiera realizado con plenas garantías procesales, porque en definitiva, el objetivo final que era el conocimiento por parte del receptor se había alcanzado, aunque fuera por circunstancias ajenas al acto de comunicación realizada de forma defectuosa.




  




  La finalidad del acto de comunicación había alcanzado el objetivo, y se había podido salvaguardar el principio de no indefensión, que venía a presuponer la garantía de no ser condenado sin haber tenido la oportunidad de comparecer y ser oído en el proceso. La protección legal de este principio procesal de audiencia y coetáneamente de no indefensión, sería recogido por la jurisprudencia del Alto Tribunal, desde la promulgación de la LEC de 1881.4




  




  Con mayor profundidad el principio del derecho a no sufrir indefensión se consolidaría con la jurisprudencia del Tribunal Constitucional a partir del año 1978 con la entrada en vigor de la Constitución Española.5




  




  La necesidad de garantizar un pleno equilibrio de las partes en el proceso a través de unos actos de comunicación efectivos y eficaces, era un derecho real y tangible, que comienza con la regulación de las normas procesales que deben de ser respetadas respecto a los emplazamientos de las partes.




  




  La eficacia del emplazamiento conllevaba el cumplimiento de las formalidades procesales establecidas de forma general para los actos de comunicación y de forma más específica, en cada uno de los distintos tipos de procedimientos, por lo que en los supuestos de producirse indefensión o de imposibilidad de subsanación de forma expresa o tácita conlleva la nulidad del acto y de los posteriores que resultan afectados por dicha declaración de nulidad, todo ello sobre la base de los artículos 279-1 de la LEC de 1881, donde se erige el principio de nulidad procesal de cualquier acto de comunicación que no se cumplan los requisitos establecidos por las leyes procesales, el artículo 238-3 de la LOPJ:




  




  ”Los actos procesales serán nulos de pleno derecho en los casos siguientes: 3.-Cuando se prescinda de normas esenciales del procedimiento, siempre que, por esa causa, haya podido producirse indefensión.”




  




  y el artículo 240-1 de la LOPJ (redacción de Ley Orgánica 6/1985):




  




  “1.-la nulidad de pleno derecho, en todo caso, y los defectos de forma en los actos procesales que impliquen ausencia de los requisitos indispensables para alcanzar su fin o determinen efectiva indefensión, se harán valer por medio de los recursos establecidos en la ley contra la resolución de que se trate o por los demás medios que establezcan las leyes procesales.”6




  




  Los tres preceptos vienen a establecer el marco referencial respecto a la nulidad de los actos procesales, en cuanto se predica de aquellas situaciones en las que se haya “prescindido” de las normas esenciales del procedimiento y que redundase en una efectiva indefensión para una de los litigantes, o la ausencia de aquellos requisitos procesales que se estiman de carácter esencial para alcanzar la finalidad propia del acto procesal de comunicación y reconociéndose en definitiva, la necesidad de dotar de medios adecuados procesales para poder reequilibrar los derechos procesales de una de las partes, que ha resultado lesionada produciéndose una situación de indefensión dentro del marco de un procedimiento judicial.




  




  Estos instrumentos se concretaban en la utilización de los recursos que puedan ejercitarse dentro del propio procedimiento, y otros medios que situaríamos fuera del proceso donde se produjo la infracción procesal y que tenderían a restablecer el equilibrio roto, con declaración de nulidad y retroacción de las actuaciones a un momento anterior a aquel.




  




  Las opciones plausibles que podrán ser utilizadas serán dentro del propio proceso a través del incidente de nulidad de actuaciones, coetáneo el mismo a los recursos ordinarios como es el de apelación, que conllevarían según el supuesto, una declaración de nulidad de actuaciones y retroacción de las actuaciones al momento en que se habría cometido la indefensión a la parte demandada, como es apreciable en diversos preceptos, como sucede en el caso del art. 496 de la LEC de 1881:




  




  “Cuando en los juicios verbales hubiere duda sobre la cuantía litigiosa, la decidirá el Juez, oyendo a las partes en el mismo acto de la comparecencia para el juicio. Contra su fallo declarándose competente no se dará apelación, pero si se interpusiese de la sentencia definitiva, podrá el Juez de Primera Instancia declarar la nulidad del juicio por falta de competencia o inadecuación del procedimiento seguido.”




  




  El art. 693 de la LEC 1881:




  




  “...Contra el auto declarando la improcedencia del juicio de menor cuantía, se dará el recurso de apelación en ambos efectos. Contra el auto declarando la pertinencia del juicio de menor cuantía que ordenará además la reanudación de la comparecencia prevista en el artículo 691, sólo se dará el recurso de nulidad. Este recurso deberá interponerse a la vez que el de apelación de la sentencia que decida el pleito, si bien ha de hacerse la oportuna protesta al reanudarse la comparecencia.”




  




  El art. 710 de la LEC 1881:




  




  “En los cinco días siguientes al de la vista, se dictará sentencia confirmando o revocando la apelada o resolviendo, en su caso, lo que proceda sobre la nulidad y demás cuestiones sometidas a la resolución de la Sala.”




  




  El artículo 733 de la LEC 1881:




  




  “El recurso se interpondrá por escrito que se presentará ante el órgano que hubiese dictado la resolución que se impugne, en el que se expondrán las alegaciones en las que se base la impugnación. Si en el recurso se pidiera la declaración de nulidad del juicio por infracción de normas o garantías procesales que hayan causado la indefensión del recurrente en términos tales que no pueda ser subsanada en la segunda instancia, se citarán las normas que se consideren infringidas y se expresarán las razones de la indefensión, acreditando haberse pedido la subsanación de la falta o infracción en la primera instancia, salvo en el caso de que se hubiesen cometido en momento en el que fuese ya imposible la reclamación....”




  




  El artículo 736 de la LEC 1881:




  




  “Recibidos los autos por el órgano competente para decidir la apelación, si no hubiese propuesto prueba, dictará sentencia en el plazo de diez días, confirmando o revocando la apelada con imposición de las costas al apelante en el primer caso, o haciendo, si corresponde, la declaración de nulidad que previene el artículo 496 y mandará devolver aquéllos al Juez.”




  




  El artículo 742 de la LEC 1881:




  




  “Dichas cuestiones, para que puedan ser calificadas de incidentes, deberán tener relación inmediata con el asunto principal que sea objeto del pleito en que se promuevan. Será inadmisible el incidente de nulidad de resoluciones judiciales. Los vicios que puedan producir tal efecto serán hechos valer a través de los correspondientes recursos.”




  




  El 1473 de la LEC 1881 (en el ámbito del procedimiento ejecutivo):




  




  “Dentro de los tres días siguientes al de la vista, o de cinco si no la hubiere, el Juez dictará sentencia, la cual contendrá uno de los tres fallos que se determinan a continuación: Seguir la ejecución adelante, expresando la cantidad que ha de ser pagada al acreedor. No haber lugar a pronunciar sentencia de remate. Declarar la nulidad de todo el juicio, o de parte de él, reponiendo en este caso los autos al estado que tuvieran cuando se cometió la falta.”




  




  También el artículo 1692-3 de la LEC 1881:




  




  “El recurso de casación habrá de fundarse en alguno o algunos de los siguientes motivos: 3.- Quebrantamiento de las formas esenciales del juicio por infracción de las normas reguladoras de la sentencia o de las que rigen los actos y garantías procesales, siempre que, en este último caso, se haya producido indefensión para la parte.”




  




  Así, también son posibles las opciones de la audiencia al rebelde o una posible revisión en casos de producirse por cohecho, violencia o maquinación fraudulenta, como se establecía en el artículo 1796-3 de la LEC de 1881:




  




  “Habrá lugar a la revisión de una sentencia firme: 3.- Si la sentencia firme se hubiese ganado injustamente en virtud de cohecho, violencia u otra maquinación fraudulenta.”




  




  Y finalmente se plantea la posibilidad de entablar un recurso de amparo por infracción del artículo 24-1 de la Constitución Española dado que se trata de un supuesto de falta de tutela judicial efectiva respecto del demandado, tratándose ésta de la última opción dentro del marco jurisdiccional nacional.




  




  En la normativa procesal de la regulación de 1881, se establecía en primer lugar, la existencia de varias clases de emplazamiento atendiendo a la condición del receptor:




  




  a) la de tipo personal, recogida en el artículo 262 de la LEC 1881:




  




  ”Las notificaciones se practicarán por el Escribano, Secretario u Oficial de Sala autorizado para ello, leyendo íntegramente la providencia a la persona a quien se hagan, y dándole en el acto copia literal de ella firmada por el actuario, aunque no la pida, expresando el negocio a que se refiera. De lo uno y de lo otro deberá hacerse expresión en la diligencia.”




  




  b) domiciliario y en el caso de no poder ser hallado en la primera diligencia de búsqueda del mismo, de conformidad con el contenido del artículo 266 de la LEC 1881:




  




  “Cuando sea conocido el domicilio del que deba ser notificado si a la primera diligencia en busca no fuere hallado en su habitación, cualquiera que sea la causa y el tiempo de la ausencia, se le hará notificación por cédula en el mismo acto y sin necesidad de mandato.”




  




  se hace entrega a quien pueda ser localizado en dicho “domicilio” (ya sea a parientes o empleados), recogido en el artículo 268 de la LEC 1881:




  




  “Dicha cédula será entregada al pariente más cercano, familiar o criado, mayor de catorce años, que se hallare en la habitación del que hubiere de ser notificado, y si no se encontrare a nadie en ella, al vecino más próximo que fuere habido. Se acreditará en los autos la entrega por diligencia en la que se hará constar el nombre, estado y ocupación de la persona que reciba la cédula, su relación con la que deba ser notificada, y la obligación que aquélla tiene y le hará saber el actuario, de entregar a ésta la cédula así que regrese a su domicilio, o de darle aviso si sabe su paradero, bajo la multa de 25 a 100 pesetas. Dicha diligencia será firmada por el actuario y por la persona que reciba la cédula, y si ésta no supiere o no quisiere firmar, se hará lo que se previene en el artículo 263...”




  




  c) a través de vecinos, como se establecía como alternativa en el precepto anterior art. 268 de la LEC de 1881 y como última alternativa válida.




  




  d) por edictos, cuya utilización se circunscribe a aquellos casos en los que no haya constancia del lugar donde resida la persona que va a ser demandada, o en su caso, no se puede localizar porque ya no reside en aquel “domicilio conocido” y se desconoce el paradero del mismo, estableciéndose en el artículo 269 de la LEC de 1881:




  




  ”Cuando no conste el domicilio de la persona que debe ser notificada, o por haber mudado de habitación se ignore su paradero, se consignara por diligencia, y el Juez mandará que se haga la notificación fijando la cédula en el sitio público de costumbre, e insertándola en el Diario de Avisos donde lo hubiere, y si no en el Boletín Oficial de la Provincia. También podrá acordar que se publique la cédula en la Gaceta de Madrid, cuando lo estime necesario.”




  




  Y, finalmente, en los casos que dicho receptor fuera el propio Estado, a través de cualquiera de sus administraciones públicas, habría que acudir al artículo 9 del Real Decreto de 21 de enero de 1925:




  




  Es importante la forma en que se efectúa la notificación pudiendo realizarse a través de la correspondiente “cédula”, con una remisión expresa al artículo 271 de la LEC de 1881, en su párrafo primero, donde se establecía la importancia de la realización de cualquier acto de notificación a los que tengan que ser llamados al procedimiento artículo 271, en su párrafo primero de la LEC de 1881:




  




  “Las citaciones y los emplazamientos de los que sean o deban ser parte en el juicio, se harán por cédula, que será entregada al que deba ser citado, en lugar de la copia de la providencia, haciéndolo constar así en la diligencia”.




  




  También el contenido de dicha “cédula” es indispensable que se efectué de la forma y con los requisitos del art. 272 de la LEC de 1881:




  




  “La cédula de citación contendrá: El Juez o Tribunal que hubiese dictado la providencia, la fecha de ésta y el negocio en que haya recaído. El nombre y apellidos de la persona a quien se haga la citación. El objeto de la citación y la parte que la hubiese solicitado. El sitio, día y hora en que deba comparecer el citado. La prevención de que si no compareciere le parará el perjuicio a que hubiere lugar en derecho, terminando con la fecha y la firma del actuario. Cuando deba ser obligatoria la comparecencia se le hará esta prevención, y si por no haber comparecido fuere necesaria segunda citación, se le prevendrá en ella que si no comparece ni alega causa justa que se lo impida, será procesado por el delito de desobediencia grave a la Autoridad.”




  




  o en su caso, por entrega de la copia de la demanda y documentos acompañados para el caso en que se trate de un emplazamiento a juicio, como estaba prevenido en el art. 682 LEC de 1881:




  




  “El emplazamiento se hará en la forma prevenida para las notificaciones, sustituyéndose la cédula que previene el artículo 174 con la copia de la demanda”.




  




  Con relación al tipo de juicio, se planteaban diferentes peculiaridades en cuanto a la concesión de distintos plazos, así en el de mayor cuantía se fijaba el plazo de 9 días sin posibilidad de prórroga debiendo personarse en el procedimiento en forma, art. 525 de la LEC de 1881:




  




  “Presentada la demanda con las copias prevenidas, se conferirá traslado de ella a la persona o personas contra quienes se proponga, y se las emplazará para que, dentro de nueve días improrrogables, comparezcan en los autos, personándose en forma.”




  




  La brevedad de dicho plazo se justifica en la medida que sólo se les ha dado conocimiento de la existencia del juicio entablado frente al citado, y dada la entidad de la cuantía de la reclamación económica, por lo que la finalidad de este emplazamiento se centra en el suministro de la información de la existencia del proceso al que va a ser demandado y en todo caso, para poder tomar conocimiento de su contenido, tendrá que personarse procesalmente para que se le entreguen la demanda y demás documental aportada por la contraparte.




  




  A diferencia de lo que sucede en el proceso de menor cuantía, en el que se concede un plazo para personar y contestar a la demanda, art. 681 de la LEC de 1881:




  




  “Presentada la demanda con los documentos y copias que habrán de acompañarla, se dará traslado con emplazamiento al demandado o demandados para que comparezcan y la contesten dentro de veinte días”




  




  y como sucedería en el de cognición art. 38 del Decreto de 21 de noviembre de 1952) o en el procedimiento verbal en el que se realizaba la citación directamente a juicio, como se recogía en el art. 721 LEC de 1881:




  




  “Presentada la papeleta con las copias, el Juez, dentro del segundo día, dictará providencia a continuación de la demanda, convocando a las partes a una comparecencia, señalando día y hora al efecto, conforme a lo prevenido en el artículo 726. Esta providencia se notificará al demandante.”




  




  y en dichos procedimientos, produciéndose la convocatoria directamente a la celebración del juicio, por lo que las alegaciones en forma de contestación a la demanda, ya las tendrá que realizar en dicho momento, por lo que es esencial no sólo el participarle la existencia de la interposición de la demanda y la citación a juicio, sino que reciba en dicho momento la papeleta de demanda, al mismo tiempo se procedería a la adición de aquella, la cédula donde se recogen los elementos indispensables de la citación en cuanto al lugar, día y hora de la celebración del juicio, tal y como se apreciaba en el artículo 722 de la LEC de 1881:




  




  “La citación del demandado para la comparecencia se hará por el Secretario o Alguacil del Juzgado, entregándole la copia de la papeleta de demanda, a continuación de la cual habrá extendido el Secretario la cédula de citación, expresando en ella la fecha de la providencia y el día, hora y local en que deba comparecer, con la prevención de que se seguirá el juicio en su rebeldía si no compareciere.”




  




  En la referida cédula de citación, también se contienen los apercibimientos legales imprescindibles, como será en el presente caso, la prosecución del juicio en su ausencia, con la correspondiente declaración de rebeldía. El juicio verbal se erige en el tipo de juicio que servirá como modelo para la tramitación de otros procesos “singulares” y que con relación a los mismos se produce una remisión expresa a los preceptos reguladores del juicio verbal.




  




  Tipos de emplazamiento.




  




  a) Emplazamiento personal:




  




  Este es el tipo de emplazamiento esencialmente más importante efectuándose a través de la correspondiente cédula que se entregará a aquella persona que deba ser citada al procedimiento, como se establecía en el artículo 262 de la LEC de 18817 . Sobre el lugar en que debe de realizarse el emplazamiento a través de la entrega de la cédula, las normas procesales fijaban dos previsiones concretas: la primera en el domicilio del demandado. art. 266 de la LEC de 1881:




  




  “Cuando sea conocido el domicilio del que deba ser notificado...”




  




  y una segunda, que implica que en el caso de comparecer ante el órgano jurisdiccional, se pueden hacer en la propia Secretaría art. 264 de la LEC de 1881:




  




  “Se harán las notificaciones en la Escribanía o en el local que en cada Tribunal estuviere destinado a este fin, si allí comparecieran los interesados. No compareciendo oportunamente, se harán en el domicilio de la persona que deba ser notificada, a cuyo fin lo designará en el primer escrito que presente.”




  




  aunque dicha previsión parece recogerse respecto de quien ya conoce la existencia del procedimiento y se presenta ante el órgano jurisdiccional (en algunos supuestos se podía plantear la posibilidad de remitir notificación por correo certificado, o incluso por otros medios, para que compareciera en la Secretaria y poder practicar la notificación en cuestión), que no es el caso del que va a ostentar el papel procesal de demandado, que desconoce dicha circunstancia (pero no puede obviarse la posibilidad de comparecencia del mismo por recibir noticias del procedimiento a través de vías indirectas.




  




  Es importante destacar que en los procesos civiles se constituye como una carga la responsabilidad que pesa sobre el demandante de realizar la designación del lugar donde va a poder ser localizado el demandado. Dicha “carga” se establece desde la perspectiva que el escrito de demanda debía de reunir una serie de requisitos y formalidades, unos de tipo esencial y otros que es factible la subsanación o complementación de los posibles errores que se hubiera podido cometer a la hora de redactar la demanda, art. 524 de la LEC de 1881:




  




  “El juicio ordinario principiará por demanda, en la cual, expuestos sucintamente y numerados los hechos y los fundamentos de derecho, se fijará con claridad y precisión lo que se pida, y la persona contra quien se proponga la demanda.”




  




  y aunque en dicho precepto no se explicitaba de forma concreta y especifica, debe de sobreentenderse que en la expresión “la persona contra quien se proponga la demanda”, conlleva una identificación concreta de todos los datos necesarios para establecer no solamente la identidad del demandado, sino la determinación de “datos imprescindibles” para su localización. En otras regulaciones procesales posteriores como sucedía con el procedimiento de cognición, (Decreto de 21-11-1952), en el que si se efectúa la mención expresa de fijar el domicilio del demandado en la demanda, artículo 29 del Decreto de 21 de noviembre de 1952):




  




  “la persona contra quien se proponga la demanda.”, conlleva una identificación concreta de todos los datos necesarios.




  




  Si bien no era descartable la posibilidad real en la que el demandante en realidad desconociera donde podría ser “hallado” el que ocupa la posición procesal del demandado, y podía realizar la alegación de desconocer donde se encuentra, en “ignorado paradero”, pero a posteriori, si dicha actuación procesal por parte del actor se puede considerar no ya dolosa (el que conociera en realidad el paradero de aquel), sino tan sólo poco diligente (podía haber realizado con facilidad las averiguaciones necesarias para poder determinar cuál es el lugar donde se encuentra el demandado), puede acarrearle la nulidad de las actuaciones.




  




  Si en el caso del demandante, como ya se habría apreciado y en virtud de la buena fe procesal que debía de regir las relaciones procesales, la carga de la designación del domicilio del demandado recaía sobre el mismo, pero de forma análoga, pesa sobre el propio órgano jurisdiccional en cuanto a garantizar la presencia del demandado en el proceso, y adoptar las medidas necesarias para poder alcanzar dicho objetivo, adoptando las medidas necesarias para auxiliar al demandante en el caso de plantearse algunos problemas en cuanto a la averiguación del domicilio de quien pretende traer al proceso, como se pone de relieve en diversas resoluciones del Tribunal Constitucional. 8




  




  Con relación a las otras situaciones especiales que deberán ser tomadas en consideración en función de la naturaleza de la “persona” que deba ser objeto del emplazamiento como se recogía en el artículo 64 de la LEC 1881:




  




  “El domicilio de las mujeres casadas, que no estén separadas legalmente de sus maridos, será el que éstos tengan. El de los hijos constituidos en potestad, el de sus padres. El de los menores o incapacitados sujetos a tutela o curatela, el de sus guardadores.”




  




  b) Emplazamiento en el domicilio efectuado a través de las personas de parientes o criados:




  




  Dicho emplazamiento venía específicamente recogido en el artículo 266 de la LEC de 18819, para aquellos casos en que si bien el demandado tiene domicilio conocido pero no puede ser localizado y en aras de evitar una situación de dilación excesiva en la tramitación, para no reiterar una serie indeterminada en diligencias en busca sin resultado al no encontrarlo al mismo personalmente.




  




  Así después de una primera acción de búsqueda con resultado negativo (respecto de la persona del demandado) y en todo caso, sí se hallase a algún otro en el domicilio, por lo que no se acudiría a un segundo intento de realización de una diligencia de busca de aquel, sino que se procedía de forma instantánea (en el mismo acto) al emplazamiento por terceros, es decir, posibles parientes o persona al servicio del posible demandado.




  




  Se efectúa a través de la entrega de la comprensiva cédula (los datos de esta última recogidas en el artículo 268 de la LEC 1881, y los receptores habilitados legalmente para poder serle entregada, serán en su caso,




  




  “...Dicha cédula será entregada al pariente más cercano, familiar o criado, mayor de catorce años, que se hallare en la habitación del que tuviere que ser notificado...”




  




  c) Emplazamiento en el domicilio efectuado a través de vecinos:




  




  En aquellos casos en los que no se puede encontrar a nadie en la propia casa del demandado, se efectuaba el intento de localizar a algún vecino para poder hacer la entrega de la cédula correspondiente, art. 268 de la LEC de 1881:




  




  “...que se hallare en la habitación del que hubiere de ser notificado, y si no se encontrare a nadie en ella, al vecino más próximo que fuere habido...”




  




  Como una medida coercitiva para poder intentar asegurar que la cédula será entregada al correspondiente destinatario y que la persona que la ha recibido no incumpliría dicho “deber” se fijaba la imposición de multas elevadas en el propio precepto del artículo 268 de la LEC de 1881:




  




  “...Se acreditará en los autos la entrega por diligencia en la que se hará constar el nombre, estado y ocupación de la persona que reciba la cédula, su relación con la que deba ser notificada, y la obligación que aquélla tiene y le hará saber el actuario, de entregar a ésta la cédula así que regrese a su domicilio, o de darle aviso si sabe su paradero, bajo la multa de 25 a 100 pesetas”.




  




  si bien su propia finalidad se establecía en la necesidad relativa a que el demandado alcanzará a conocer el contenido de la resolución que se intentaba que llegase a su conocimiento, las multas no eran medidas que se utilizasen con demasiada asiduidad y en su caso, no evitaría una posible nulidad de actuaciones sino se podía acreditar que no había recibido el contenido de la cédula.




  




  d) Emplazamiento por edictos:




  




  La utilización de este sistema cuando no se tuviera constancia del domicilio de la persona que debe ser objeto de notificación o haya cambiado de domicilio y no se le pueda localizar. En dichos supuestos, la imposibilidad de la realización de la diligencia en cuestión, llevaba aparejada su realización de la forma más “publica” posible, fijándose en un “sitio público” como serían los estrados del tribunal y en su caso, también en el Boletín Oficial de la Provincia, e incluso en la Gaceta de Madrid, art. 269 LEC 1881:




  




  “Cuando no conste el domicilio de la persona que debe ser notificada, o por haber mudado de habitación se ignore su paradero, se consignara por diligencia, y el Juez mandará que se haga la notificación fijando la cédula en el sitio público de costumbre, e insertándola en el Diario de Avisos donde lo hubiere, y si no en el Boletín Oficial de la Provincia. También podrá acordar que se publique la cédula en la Gaceta de Madrid, cuando lo estime necesario.”




  




  sin olvidar que se trataría de una forma residual para resolver una cuestión de legalidad en los supuestos en que no se puede encontrar o localizar al demandado y su marcado carácter supletorio.10




  




  En todo caso, las consideraciones que se recogían en el precepto anterior, serían aplicables a los emplazamientos y citaciones art. 270 LEC 1881:




  




  “Las disposiciones que preceden, relativas a las notificaciones, serán aplicables a las citaciones, emplazamientos y requerimientos, con las modificaciones que se expresan en los artículos siguientes.”




  




  pero sin olvidar el aspecto más destacable de las mismas –emplazamientos y citaciones- cuya finalidad es provocar una actuación por parte del demandado ante el órgano jurisdiccional para que acuda al llamamiento que se le efectúa para defender y contraponer sus intereses frente a los del actor, por lo que se debe de acudir a los edictos con una mayor diligencia procesal. En esta línea se destaca la jurisprudencia del Tribunal Constitucional – STC 25 de marzo de 198711-, siendo necesaria una actividad indagatoria por parte del órgano jurisdiccional para asegurarse de la necesidad de utilizar el emplazamiento por Edictos, cuando ya no existe ningún otro recurso a su alcance – STC 14 de julio de 2003 -, sin que pueda obviarse aquella actividad sobre la base de una “confianza plena”, en los datos y actividad indagatoria de la parte actora12, y que si bien es importante su “labor de colaboración” no se le exime al órgano jurisdiccional de realizar dicha tarea de investigación para no conculcar el derecho de la parte demandada a no sufrir indefensión en el procedimiento13, lo que implica no sólo esa actividad investigadora que pueda reputarse como “razonablemente necesaria” para una averiguación diligente del paradero del demandado, y la necesaria constancia documental de ello, sino que en la resolución donde se acordase la situación de hallarse en ignorado paradero fundada en unos criterios razonables para valorar la posible no utilización de otros medios de investigación en función de las circunstancias que devendrían en ineficaces al no ofrecer posibles resultados reales.




  




  La posible utilidad de la citación por Edictos, ya fuera en los estrados o por la publicación en diarios públicos, no dejaría de tener una justificación formal a los efectos meramente procesales, valorando que el posible conocimiento del demandado a través de los “edictos”, no deja de ser ciertamente “ilusorio”, porque serían casos excepcionales los que los posibles “demandados” llegarán a tener conocimiento de la existencia de un procedimiento frente a ellos, por estos medios de “publicidad”, y se llega a una situación de “semificción”14, pero cabría la aceptación de dicho medio de conocimiento en la medida que se trata de dotar al procedimiento con un instrumento final de notificación o emplazamiento que permita al proceso avanzar, en aras de la estricta necesidad de “seguridad jurídica” de los procesos. Por lo que, en aquellos casos en que no fuera plausible la “imposible localización” y de haberse desplegada una adecuada diligencia procesal por la parte que interpone la demanda, no puede acudirse a la vía edictal.15




  




  e) Emplazamientos en función de los distintos procesos:




  




  
Juicio de mayor cuantía:





  




  Este tipo de procedimiento de un carácter menos habitual en la medida en que se planteaban a través de este cauce procesal las reclamaciones que excedieran de 160 millones de pesetas y los procedimientos que se pudieran suscitar con relación a los derechos honoríficos de las personas, art. 483 LEC 1881




  




  “Se decidirán en juicio de mayor cuantía: Las demandas cuyo valor o interés económico exceda de 160 millones de pesetas. Las relativas a derechos honoríficos de la persona.”




  




  por ende y dada la elevada cuantía de las demandas canalizadas a través del proceso de “mayor cuantía”, la necesidad de asegurarse que el demandado tuviera conocimiento de la demanda que se había interpuesto contra él mismo, hacían necesario el establecer algunos mecanismos accesorios para ratificar y constatar que tuviera las oportunidades necesarias y adecuadas el demandado para defender sus intereses en el procedimiento. Así se plantea un emplazamiento “normal” para este tipo de proceso en el que se establece un plazo para comparecer ante el órgano jurisdiccional de 9 días art. 525 LEC 1881:




  




  “Presentada la demanda con las copias prevenidas, se conferirá traslado de ella a la persona o personas contra quienes se proponga, y se las emplazará para que, dentro de nueve días improrrogables, comparezcan en los autos, personándose en forma.”




  




  y con posterioridad se le concede un plazo para contestar a la demanda de 20 días, art. 530 LEC 1881:




  




  “Personado en forma el demandado, se le concederá un plazo de veinte días para que conteste a la demanda. Este plazo será común para todos los demandados cuando sean varios”




  




  Se plantea una especialidad con relación al emplazamiento, relativo a la concesión de un “segundo llamamiento” para aquellos casos en los que la recepción del emplazamiento efectuado, de la forma en que se establece art. 528 LEC 1881:




  




  “Si se hubiera hecho el emplazamiento entregando la cédula a criados o vecinos, o por medio de edictos, acusada la rebeldía por no haber comparecido el demandado, si tampoco fuere hallado en su domicilio, se le hará un segundo llamamiento en la misma forma que el anterior, señalándole para que comparezca la mitad del término antes fijado.“




  




  en la medida que los receptores de aquellos fuesen: criados o vecinos, o en su caso, se hubiesen utilizado los edictos, se entiende que dicha situación justifica un “segundo intento” de localización, después de realizar una constatación formal en el proceso de la no comparecencia del demandado, al haber transcurrido el plazo primario, los 9 días, se opta por la necesidad formal de realizar una nueva diligencia de búsqueda, “... si tampoco fuese hallado en su domicilio...”, es decir, en el mismo lugar/domicilio donde se hubiera practicado el primero, se realiza una segunda diligencia de emplazamiento en la misma forma en que se habría realizado la primera, ya sea con los vecinos o criados, o en su caso, a través de la utilización sistemática de los edictos, pero ya en este caso, el plazo concedido sería la mitad del que se hubiese fijado para en el primer emplazamiento.




  




  Si bien, algunos autores como fue el caso de Manresa, consideraban que esta segunda diligencia de emplazamiento carecía de una significación real, valorando que se trataba de un trámite verdaderamente inútil.16




  




  Este primer plazo de carácter mínimo era de 9 días, como ya hemos destacado pero el mismo podía ser objeto de ampliación en la medida en que fuese aumentado la distancia a la que se encontrase el domicilio del demandado, de una forma discrecional por el juzgador, pero con un máximo de 1 día por cada 30 kilómetros, artículo 526 de la LEC de 1881:




  




  ”Cuando el que haya de ser emplazado no resida en lugar del juicio el Juez podrá aumentar el término del emplazamiento concediéndole para comparecer el que estime necesario, atendidas las distancias y medios de comunicación, sin que el aumento pueda exceder de un día por cada 30 kilómetros de distancia.”




  




  Se produce dicha diferencia de trato procesal entre la citación personal y la que se realiza frente a criados y vecinos, puesto que en el primer caso, al haberse realizado de forma específica en la persona de aquel, ya se produce de forma automática la declaración procesal de rebeldía, artículo 527 de la LEC de 1881:




  




  ”Transcurrido el término del emplazamiento sin haber comparecido el demandado citado en su persona o en la del pariente más cercano o familiar que hubiere sido hallado en su domicilio, y acusada una rebeldía, se dará por contestada la demanda. Hecha saber esta providencia, se seguirán los autos en rebeldía, haciéndose las demás notificaciones que ocurran en los estrados del Juzgado”.




  




  Mientras que, como ya hemos reseñado, en el segundo de los supuestos, hasta que no hubiese transcurrido el plazo del “segundo término”, no se procedería a la declaración de rebeldía en su caso, con el acaecimiento de las inevitables consecuencias procesales de tener por realizada la contestación a la demanda, (y preclusión de dicho acto) y la notificación de cualquier actuación de la litis, ya de forma directa a través de la notificación en los estrados del tribunal.




  




  
Juicio de menor cuantía:





  




  En el proceso de menor cuantía se resolverían todos los asuntos económicos que ascendieran de 800.000 pesetas y que no sobrepasaran los 160 millones de pesetas, así como las que se pudieran suscitar para resolver las cuestiones relativas a: filiación, paternidad, maternidad, capacidad y estado civil de las personas, y las que no pueda concretarse su valor, siendo consideradas como cuantía inestimable, y finalmente una regla general de aplicabilidad a cualquier tipo de reclamación sobre la que no haya una previsión concreta a otro tipo de proceso, artículo 484 LEC 1881:




  




  “Se decidirán en el juicio de menor cuantía: Las demandas ordinarias cuyo interés económico pase de 800.000 y no exceda de 160 millones de pesetas. Las relativas a filiación, paternidad, maternidad, capacidad y estado civil de las personas. Las demandas cuya cuantía sea inestimable o no pueda determinarse ni aún de forma relativa por las reglas que se establecen en el artículo 489. Cualquier tipo de demanda para la que no se disponga otra cosa.”




  




  En las normas procesales reguladoras del juicio de menor cuantía, no se contempla la posibilidad de un doble emplazamiento, con independencia de la condición de la persona que reciba la cédula de citación, remitiéndose a la regulación general contemplada en la normativa procesal, art. 682 LEC 1881:




  




  “El emplazamiento se hará en la forma prevenida para las notificaciones, sustituyéndose la cédula que previene el artículo 174 con la copia de la demanda”.




  




  Y en los supuestos en que se desconociera el domicilio del demandado, se haría la notificación y emplazamiento directamente por edictos. Quizás la peculiaridad más significativa que se plantea en este proceso, viene establecido con relación a esta última modalidad de la utilización directa de la modalidad de los “edictos”, en la medida relativa a que de forma general se establece un plazo común de 20 días para comparecer y contestar a la demanda, artículo 681 de la LEC de 1881- modificado por la Ley 34/84):




  




  “Presentada la demanda con los documentos y copias que habrán de acompañarla, se dará traslado con emplazamiento al demandado o demandados para que comparezcan y la contesten dentro de veinte días.”




  




  -en el anterior procedimiento se desglosaba en dos periodos, uno para comparecer y un segundo para contestar-.




  




  Las previsiones que se contemplaban con relación al proceso de mayor cuantía en cuanto a la posibilidad de cierta ampliación del plazo en función de la lejanía del domicilio del demandado ( podía ser objeto de ampliación en la medida en que fuese aumentado la distancia a la que se encontrase el domicilio del demandado, de una forma discrecional por el juzgador, pero con un máximo de 1 día por cada 30 kilómetros, artículo 526 LEC de 1881, si bien no se recogen de forma expresa para este, por la cláusula de aplicación subsidiaria de las normas reguladoras del proceso de mayor cuantía al propio procedimiento de menor cuantía, se entenderían aplicables, artículo 680 de la LEC de 1881.




  




  Sin embargo, con relación a la notificación y emplazamiento edictal, el plazo para comparecer ante el órgano jurisdiccional se acorta, a 10 días, éste solamente es para comparecer, y si se produjera dicha circunstancia, se le conceden otros 10 días para contestar a la demanda artículo 683 ( LEC de 1881, modificado por la Ley 34/84):




  




  “Cuando por desconocerse el domicilio del demandado deba ser notificado y emplazado por edictos en la forma que previene el artículo 269 se le señalará el plazo de diez días para comparecer en el juicio. Si comparece, se le concederán otros diez días para contestar, entregándole, al notificarle esta providencia, la copia de la demanda y de los documentos en su caso.”




  




  -con anterioridad a la reforma 34/84, dichos plazos eran de 9 días para comparecer y 6 días para contestar a la demanda.-




  




  Dicha reorganización del plazo genérico para comparecer y contestar de 20 días, en dos plazos diferenciados de 10 días respectivamente, suponen al final el mismo plazo genérico contemplado para el proceso de menor cuantía, pero dado que se ha utilizado la notificación/emplazamiento edictal de forma directa, se intenta reducir el perjuicio que se le pueda causar al demandado, y concediéndole cuanto menos, y para el caso de que pueda llegarse a tomar conocimiento y personarse ante el juzgado, un plazo de 10 días para enterarse de la demanda que se plantea contra él y poder presentar los argumentos para su defensa a través de la contestación a la demanda.




  




  
Juicio de cognición:





  




  Para este tercer tipo de proceso se artículo una normativa procesal fuera de la propia Ley de Enjuiciamiento Civil de 1881, a través del Decreto de 21 de noviembre de 1952. La competencia se establecería en función de la cuantía de los pedimentos fijándolos entre las 10.000 pesetas hasta las 50.000.- pesetas, artículo 4º-2º del Decreto de 21 de noviembre de 1952 (en la redacción dada por la Ley 23 de julio de 1966) y los procesos a los que se remitiera directamente a su reglamentación, con posterioridad se elevaría desde las 50.000.- pesetas hasta las 500.000.- pesetas, artículo 29 de la Ley 34/1984 de 6 de agosto (modificando el art. 26 D. 21-11-52):




  




  “Los procesos de cognición que no tengan señalada una tramitación especial y cuya cuantía exceda de cincuenta mil pesetas, sin pasar de quinientas mil, se sustanciarán ante los Juzgados de Distrito en la forma que se determina en los artículos siguientes.”




  




  y con posterioridad hasta las 800.000 pesetas:




  




  “Los procesos de cognición que no tengan señalada una tramitación especial y cuya cuantía exceda de 80.000 pesetas sin pasar de 800.000, se sustanciarán ante los Juzgados de Primera Instancia en la forma que se determina en los artículos siguientes.”




  




  También en este proceso general se continua con la concreción de un plazo común para comparecer y contestar a la demanda, de 6 días en el presente caso y con aplicación de aquel factor de discrecionalidad ampliatoria que ya se recogía en las normas del proceso de mayor cuantía, en la medida en que fuese aumentado la distancia a la que se encontrase el domicilio del demandado, con la limitación máxima de 1 día por cada 30 kilómetros. Dicha ampliación en todo caso, vendría referida en su caso no a los efectos de la personación, que tendría el carácter de improrrogable, sino al de contestación a la demanda, y que operaría en el caso de comparecencia ante el órgano jurisdiccional en tiempo, previa solicitud de la parte demandada, y la prorroga no podría exceder de 3 días.




  




  El emplazamiento se realizaría de la forma general, con la salvedad relativa a que se procedía a la sustitución de la cédula por la demanda y documentos presentados por la parte actora, art. 38 del Decreto de 21 de noviembre de 1952) en la redacción de la Ley 10/1992 de 30 de abril.




  




  “Si el Juez fuera competente, en el término del tercer día mandará emplazar al demandado o demandados y les conferirá traslado de la demanda con sus copias, para que comparezcan y contesten, si lo creyesen oportuno, en el plazo improrrogable de nueve días, salvo lo dispuesto en el art. 526 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, cuando el que haya de ser emplazado no resida en el lugar del juicio.




  




  El emplazamiento se hará en la forma prevenida para las notificaciones, sustituyéndose la cédula a que se refiere el art. 274 de la Ley Procesal por la copia de la demanda y documentos presentados.”




  




  Si transcurrido el plazo de los 6 días fijados legalmente para personarse y contestar a la demanda, el demandado no lo efectúa, se procede a la consecución de la regla general relativa a la declaración de rebeldía, artículo 43 del D. 21-11-52):




  




  “Si el demandado no se persona en los autos dentro del plazo concedido se dictará providencia declarándole en rebeldía y dando por contestada la demanda, siguiendo el juicio su curso. Se notificarán en la sede del Juzgado dicha providencia y las demás que se dicten....”




  




  con las consecuencias procesales de tener por contestada la demanda y la realización en su caso de las correspondientes notificaciones relativas a la continuación del procedimiento en la sede del propio tribunal, es decir, en los estrados.




  




  En el caso del juicio de cognición si el demandado no se personaba ante el tribunal, y si la citación se había efectuado de forma personal directamente o bien a través de un pariente (conviviente en el mismo domicilio), se le concedía al actor una facultad excepcional de que pudiera solicitar una segunda citación, pero esta vez realizada con los apercibimientos legales de tenerlo por conforme con los hechos de la demanda, lo que suponía dictar una sentencia de “conformidad” con los argumentos y pedimentos del actor, sin que tenga que efectuarse actividad probatoria alguna por este artículo 43 del Decreto de 21 de Noviembre de 1952 (reformado por la Ley 34/84:




  




  ”...Si el demandado ha sido citado o emplazado en su persona o en la de un pariente que con él convive, podrá el demandante, en el plazo de tres días a contar desde el siguiente al de la notificación de la providencia a que se refiere el párrafo anterior, pedir que se le cite por segunda vez en la misma forma y con el apercibimiento de que si no comparece y no alega causa se le podrá tener por conforme con los hechos aducidos en la demanda, dictando seguidamente la sentencia que proceda.”




  




  aunque no sería habitual dictar una sentencia desestimatoria, en su caso, no podría descartarse plenamente en la medida en que de la propia demanda y los documentos presentados, resultase patente y clara la improcedencia de los pedimentos del actor, siendo lo más habitual el dictar un sentencia estimando el petitum del actor.




  




  
Juicio verbal:





  




  El proceso verbal se establecía de forma general para aquellos pedimentos cuya valoración no ascendiera de 80.000.- pesetas, artículo 715 de la LEC de 1881:




  




  “Los Jueces de Primera Instancia serán competentes para conocer en juicio verbal de toda demanda cuyo interés no exceda de 80.000 pesetas. Los Jueces de Paz conocerán por los mismos trámites de las demandas cuya cuantía no exceda de 8.000 pesetas”




  




  -dicha cuantía fue aumentando progresivamente a través de distintas leyes posteriores como sería hasta 50.000.- pesetas (por la Ley 30/84), artículo 715 LEC de 1881 (modificado por la Ley 34/84):




  




  ”Los Jueces de Distrito serán competentes para conocer en juicio verbal de toda demanda cuyo interés no exceda de cincuenta mil pesetas. Los Jueces de Paz conocerán, por los mismos trámites, de las demandas cuya cuantía no exceda de cinco mil pesetas.”




  




  y hasta 10.000 pesetas, artículo 486 LEC de 1881, -modificado por la Ley de 23 de julio de 1966-.




  




  En el juicio verbal no existe un emplazamiento para personarse y contestar a la demanda, sino que se cita directamente a juicio a las partes, a una comparecencia para la correspondiente celebración, artículo 719 de la LEC de 1881:




  




  “La sustanciación de estos juicios en primera instancia se verificará por comparecencia de las partes ante los Jueces de Primera Instancia o de Paz con arreglo a los artículos siguientes”.




  




  Se procedía a la entrega de la papeleta de demanda y extendiéndose a continuación una diligencia de citación con los datos relativos al lugar, hora y día de la celebración de la vista, y con los apercibimientos de poder celebrar el mismo en rebeldía de no comparecer el demandado, artículo 722 de la LEC de 1881:




  




  “La citación del demandado para la comparecencia se hará por el Secretario o Alguacil del Juzgado, entregándole la copia de la papeleta de demanda, a continuación de a cual habrá extendido el Secretario la cédula de citación, expresando en ella la fecha de la providencia y el día, hora y local en que deba comparecer, con la prevención de que se seguirá el juicio en su rebeldía si no compareciere”.




  




  La entrega de la papeleta y la citación se justificará a través de la correspondiente diligencia entendiéndose con el propio demandado si se ha realizado con éste o en su caso a través de la persona que recibiese la papeleta, pariente o criado mayor de 14 años, artículo 723 de la LEC de 1881:




  




  “A continuación de la providencia se hará constar la entrega de la papeleta y citación del demandado por medio de diligencia, que firmará éste, o un testigo a su ruego si no supiere. Caso de no ser hallado en su domicilio, firmará la diligencia la persona que reciba la papeleta, observándose lo prevenido en los arts. 263 y 268”.




  




  Respecto al procedimiento verbal, cuando aquel que va a ser demandado se desconoce su domicilio artículo 725 de la LEC de 1881:




  




  “Cuando no sea conocido el domicilio del demandado se hará la citación por medio de edictos que se fijarán en el lugar del juicio y en el de su última residencia, pudiendo el Juez ampliar en este caso el término de la comparecencia, sin que pueda exceder de veinte días. También se publicarán los edictos en los periódicos oficiales, cuando el Juez lo estime necesario”




  




  y se utiliza la vía edictal, se tendrán que fijar físicamente en dos sitios distintos, el lugar del juicio y donde se encontrase su última residencia conocida, y acordarse la publicación en diarios oficiales de considerarse necesario por el Juzgador, siendo en este caso una opción, no teniendo carácter necesario como sucede en los otros procedimientos en los que remite al artículo 269 de la LEC de 1881.17




  




  Si el plazo para la comparecencia se fijaba en un mínimo de 24 horas y un máximo de 6 días, art. 726 LEC 1881:




  




  “Entre la citación y la celebración de la comparecencia deberá mediar un término que no baje de veinticuatro horas ni exceda de seis días. En los casos en que el demandado no residiere en el lugar del juicio, se aumentará el término con un día más por cada 20 kilómetros de distancia.”




  




  con una posibilidad de ampliación de 1 día por cada 20 kilómetros de distancia con relación al domicilio del demandado) para el caso de la utilización de la citación por el medio de los edictos, dicho plazo consecuentemente se amplia y sin que pueda exceder de 20 días. En el caso de no comparecer el demandado, prosigue la celebración del juicio, sin volver a citar a aquel, artículo 729 de la LEC de 1881:




  




  “No compareciendo el demandado, se continuará el juicio en su rebeldía, sin volver a citarlo.”




  




  
Otros procedimientos:





  




  Juicio de desahucio:




  




  La especial consideración del procedimiento de desahucio se debe a la finalidad pretendida que se reconduce a la extinción de un contrato de arrendamiento, por determinadas circunstancias, como sería entre las mismas la falta de pago de la renta pactada.




  




  Aunque presenta sus propias particularidades, se remite con carácter general a las normas procedimentales del juicio verbal, art. 1571 LEC 1881:




  




  “El actor redactará la demanda con sujeción a lo prevenido en el art. 720, acompañando la copia o copias que en él se previenen”




  




  se plantea en el mismo la importancia de la presencia del demandado, puesto que el resultado del mismo, podría ser la resolución de un contrato de arrendamiento y el subsiguiente lanzamiento.




  




  El fuero o competencia territorial - dado que el fondo de la cuestión planteada versa sobre un bien inmueble (resolución de un contrato de arrendamiento)-, vendría dado por el lugar donde esté ubicada la finca art. 63 Regla 11 LEC 1881:




  




  “11ª) Para los juicios de desahucio será competente el Juez de Primera Instancia del lugar en que esté sita la finca”.




  




  y en el caso en que el demandado se encontrase o tuviera allí su domicilio, se intentaba la citación personal del mismo, e intentándose por dos veces consecutivas la diligencia de búsqueda, artículo 1573 de la LEC de 1881:
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